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VISTOS; para resolver los autos del Juicio para la Protección de los 

Derechos Político-Electorales del Ciudadano, cuyos datos de 

identificación se citan al rubro, promovido por el ciudadano 

Guadalupe Vidal Córdova, en contra de la Resolución emitida en 

el expediente PES/039/2021, dictada el veintiuno de septiembre de 

dos mil veintiuno, por el Consejo Estatal del Instituto Electoral y de 

Participación Ciudadana de Tabasco1, en cumplimiento a la 

sentencia dictada por la Sala Regional Xalapa del Tribunal del 

Poder Judicial de la Federación en el Juicio Electoral SX-JE-

169/2021. 
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TESIS DE LA DECISIÓN 
 

Este Tribunal determina, confirmar la resolución relativa a la 

controversia planteada por el actor, por ser infundados los 

agravios esgrimidos, ello por encontrarse fundado conforme a 

derecho el nuevo estudio realizado por el Consejo Estatal del 

IEPCT en el Procedimiento Especial Sancionador PES/039/2021, 

con motivo de la revocación ordenada por la Sala Regional Xalapa 

del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en su 

punto resolutivo cuarto de la sentencia emitida el veintitrés de julio 

del presente año, en el expediente SX-JE-169/2021.   

 

R E S U L T A N D O 

 

I. Antecedentes. De la narración de hechos que el actor realiza en 

su escrito de demanda, así como de las constancias que obran en 

autos, se advierte lo siguiente: 

 

1. Inicio del proceso electoral. El cuatro de octubre del año dos 

mil veinte, el CE del IEPCT, declaró el inicio del Proceso Electoral 

Local Ordinario 2020-2021.  

 

2. Interposición de la queja ante el IEPCT. El dieciocho de marzo, 

la ciudadana Carmen Oropeza Torrano, denunció la probable 

comisión de actos hacia su persona que podría constituir violencia 

política en razón de género.  
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3. Admisión de la denuncia en el IEPCT. El diecinueve de marzo, 

la Secretaría Ejecutiva del IEPCT admitió la denuncia, 

asignándosele la clave PES/039/2021. 

 

4. Medidas cautelares. El veinte de marzo, la Comisión de 

Denuncias y Quejas aprobó las medidas cautelares que consideró 

procedentes en el caso concreto.  

 

5. Resolución PES/039/2021. El veintisiete de mayo, fue aprobada 

en sesión extraordinaria urgente la resolución del PES/039/2021.  

 

6. Conocimiento de la resolución por parte del ciudadano 

Guadalupe Vidal Córdova. El treinta de mayo se fijó en la puerta 

del domicilio señalado la notificación personal y adjunta a ello las 

copias certificadas de la resolución PES/039/2021.  

 

7. Interposición de la demanda y acto impugnado ante el 

Tribunal Electoral. El tres de junio, el ciudadano Guadalupe Vidal 

Córdova, interpuso ante este órgano jurisdiccional un escrito 

promoviendo un recurso de apelación, en contra la resolución del 

Procedimiento Especial Sancionador PES/039/2021 de fecha 

veintisiete de mayo. De lo anterior, cabe señalar que el actor 

presentó dos demandas, una ante la oficialía de partes de este 

órgano jurisdiccional el tres de junio a las veintiún horas con 

veintisiete minutos, integrándose el expediente TET-AP-58/2021-III 

y en la misma fecha la segunda ante la oficialía de partes de la 

autoridad responsable IEPCT, a las veintiún horas con cincuenta y 

cinco minutos, posteriormente ante este órgano jurisdiccional 

formando el expediente TET-AP-61/2021-III.  

 

8. Sentencia. El Primero de Julio, el Pleno de este Órgano 

Jurisdiccional resolvió el juicio ciudadano con clave de expediente 

TET-JDC-114/2021-III, en el sentido de confirmar lo relativo a la 

existencia de Violencia Política en contra de las Mujeres en Razón 

de Género por parte de Guadalupe Vidal Córdova, la revocación de 

su nombramiento y así como declaró  la no aplicación en el caso 
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concreto, del párrafo cuarto del artículo 29 del lineamiento 

controvertido respecto de la vigencia prevista de seis años en el 

registro de infractores. 

 

9. Presentación de la demanda ante la Sala Regional Xalapa. 

Inconforme con la sentencia mencionada en el párrafo que 

antecede, el seis de julio, el actor Guadalupe Vidal Córdova, 

promovió medio de impugnación ante la instancia federal.  

 

10. Sentencia emitida por la Sala Regional Xalapa. El veintitrés 

de julio, la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación, dictó sentencia mediante el cual resolvió el juicio 

electoral identificado bajo el expediente SX-JE-169/2021, 

promovido por el ciudadano Guadalupe Vidal Córdova, mediante 

el cual determinó revocar la sentencia dictada por este Tribunal 

Electoral.   

 

11.  Resolución del PES/039/2021. En cumplimiento a la sentencia 

dictada por la Sala Regional Xalapa del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación en el juicio electoral SX-JE-169/2021, el 

Consejo Estatal del IEPCT el veintiuno de septiembre, emitió 

resolución mediante el cual entre otras cosas determinó declarar 

existente la infracción de violencia política contra las mujeres en 

razón de género en contra de los ciudadanos Luis Gonzalo 

Campos González y Antonio Urbina Reyes, así como ordenó la 

inscripción del ciudadano Guadalupe Vidal Córdova en el Registro 

Estatal y Nacional de infractores.  

 

12. Medio de impugnación. Inconforme con la resolución descrita 

en líneas que anteceden, el veintiocho de septiembre de la 

presente anualidad, se recibió a las veinte horas con treinta y tres 

minutos en Oficialía de Partes de este Tribunal Electoral de 

Tabasco, demanda relativa a un juicio para la protección de los 

derechos político-electorales del ciudadano, presentado por el 

ciudadano Guadalupe Vidal Córdova.  
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El Magistrado Presidente ordenó integrar el expediente TET-JDC-

136/2021-III, y remitirlo al juez instructor en turno Armando Xavier 

Maldonado Acosta, para los efectos señalados en el artículo 19 de 

la Ley de Medios de Impugnación en Materia Electoral en vigor en 

el Estado de Tabasco. 

 

Determinación que fue acatada por la Secretaria General de 

acuerdos, mediante oficio número TET-SGA-911/2021 el 

veintinueve de septiembre.  

 

13. Returno. En cuatro de octubre se returnó el expediente TET-

JDC-136/2021-III, a la jueza instructora Beatriz Noriero Escalante.  

 

14. Recepción, integración, sustanciación y publicitación del 

medio de impugnación. Por auto de cuatro de octubre, la jueza 

instructora acordó la recepción e integración del expediente 

iniciando la sustanciación del medio de conformidad con lo 

establecido en el artículo 19, numeral 1 de la Ley de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral del Estado de Tabasco, 

solicitándose al IEPCT la publicitación en los términos de Ley.  

 

15. Propuesta de improcedencia y reencauzamiento. El 

dieciocho de octubre la jueza instructora propone mediante acuerdo 

al Pleno del Tribunal Electoral de Tabasco se declare improcedente 

el juicio promovido por el actor y propone, se reencauce a la Sala 

Regional Xalapa.   

 

16. Acuerdo Plenario. En veintiocho de octubre, el Tribunal 

Electoral de Tabasco, determinó improcedente el juicio promovido 

por Guadalupe Vidal Córdova, al considerarse que expresaba 

agravios de incumplimiento relacionados con la sentencia SX-JE-

169/2021, en tal razón ordeno se reencauzará el juicio a la Sala 

Regional Xalapa para los efectos de que determinará lo que en 

derecho corresponda.  

 



 
TET-JDC-136/2021-III 

6 
 

17. Recepción por la Sala Regional Xalapa. El uno de noviembre, 

recibieron la notificación del acuerdo plenario, así como el original 

del expediente TET-JDC-136/2021-III.  

 

18. Acuerdo de Sala Regional Xalapa. El cinco de noviembre la 

Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Tercera Circunscripción Plurinominal Electoral Federal 

de Xalapa, Veracruz, resolvió devolver el expediente TET-JDC-

136/2021-III al Tribunal Electoral de Tabasco, para que se continue 

con la sustanciación y se resuelva lo que corresponda; pues lo 

expuesto por Guadalupe Vidal Córdova, controvierte un nuevo acto 

por vicios propios, sin que proceda que esa Sala Regional le de 

mayor trámite, dado que a ningún fin práctico conllevaría, pues al 

cuestionar un nuevo acto (PES/039/2021) y no ser definitivo, debe 

agotarse el medio de impugnación local, por tanto, debe ser el 

Tribunal Local quien sustancie y resuelva respecto al fondo de lo 

planteado por  Guadalupe Vidal Córdova.    

 

19. Recepción en la Oficialía de Partes del Expediente. El ocho 

de noviembre, se recibió el oficio de notificación de la citada 

determinación, la cual se acompaña en copia certificada para que 

se notifique a Guadalupe Vidal Córdova, en el domicilio señalado 

en autos y asimismo remite el expediente original.  

 

20. Admisión. El once de noviembre siguiente, la jueza instructora 

al advertir el cumplimiento de los requisitos presupuestales 

previstos en el artículo 8,12, apartado 1, inciso a); 13. Numeral 1, 

inciso c), fracciones IV; 17, 18, 72 y 73 del ordenamiento en 

comento, admitió la demanda y reservó el cierre de instrucción 

hasta estuviera en estado de resolución.   

 

21. Cierre de instrucción. En su oportunidad la jueza encargada 

de la sustanciación del presente juicio, ordenó el cierre de 

instrucción quedando los autos a disposición de la Magistrada 

ponente. 
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22. Turno a magistrada. Por auto de tres de diciembre el 

Secretario General de acuerdos remitió el expediente a la 

Magistrada ponente con la finalidad de que procediera a elaborar 

el proyecto de resolución correspondiente conforme al artículo 19, 

numeral, inciso f) de la citada Ley de Medios.   

 

23. Sesión pública. Finalmente, se señalaron las dieciocho horas 

y subsecuentes del día tres de diciembre de dos mil veintiuno; 

para celebrar la sesión ordinaria pública mediante la cual se 

resuelve el presente juicio ciudadano, conforme a las 

consideraciones de hecho y de derecho que más adelante se 

precisan; y 

 

Ante tales circunstancias, en este acto el Pleno resuelve, conforme 

a las siguientes consideraciones: 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO. Jurisdicción y competencia.  

 

24. Este Tribunal Electoral de Tabasco ejerce jurisdicción y es 

competente para conocer y resolver el presente medio de 

impugnación por tratarse de un juicio para la protección a los 

derechos político-electorales del ciudadano promovido por 

Guadalupe Vidal Córdova, en contra de la Resolución emitida por 

el Consejo Estatal del Instituto Electoral y de Participación de 

Ciudadana de Tabasco, en el expediente PES/039/2021, el 

veintiuno de septiembre de dos mil veintiuno, en el que se declaró 

la existencia de Violencia Política contra la Mujer en Razón de 

Género, así como se ordenó la inscripción del actor en el Registro 

Estatal y Nacional de Infractores.  

 

25. Lo anterior, con fundamento en los artículos 9, apartado D y 63 

bis, párrafo tercero, fracción V de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Tabasco; 4 y 14 fracción I de la Ley Orgánica 

del Tribunal Electoral de Tabasco; 3, párrafo 2, inciso c); 72, párrafo 
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1, 73 párrafo 1 inciso b), 74 y 75 de la Ley de Medios Impugnación 

en Materia Electoral de esta entidad federativa. 

 

SEGUNDO. Requisitos de procedencia.  

 

26. En el juicio ciudadano que hoy se resuelve, se cumplen los 

requisitos de procedibilidad previstos en los artículos 8, párrafo 1; 

9, párrafo 1; 42, párrafo 1, inciso b) y 47, párrafo 1, inciso a) de la 

Ley de Medios local; mismos que en su oportunidad fueron 

analizados en el auto de admisión correspondiente, por lo que es 

procedente el análisis de fondo del asunto. Sirve de apoyo la tesis 

relevante de rubro:  

 

CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. SU ESTUDIO 

PREFERENTE2.  

 

TERCERO. Agravios y metodología de estudio.  

 

27. Ha sido criterio reiterado de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, que el ocurso que 

da inicio a cualquier medio de impugnación en materia electoral, 

debe considerarse como un todo que tiene que ser analizado en su 

integridad a fin de que el juzgador pueda determinar con la mayor 

exactitud cuál es la verdadera intención de la parte actora 

contenida en el escrito inicial de demanda, para lo cual debe 

atender preferentemente  a lo que  se quiso decir y no a lo 

que aparentemente se dijo. 

 
Criterio que se encuentra señalado en la jurisprudencia número 

04/99, emitida por l a  Sala, de rubro:  

 

“MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA 

ELECTORAL. EL RESOLUTOR DEBE 

INTERPRETAR EL OCURSO QUE LOS 

                                                           
2 Consultable en Memoria 1991, p. 211, así como en la Memoria 1994, Tomo II, p. 684. 
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CONTENGA PARA DETERMINAR LA 

VERDADERA INTENCIÓN DEL ACTOR3.” 

 

28. Del mismo modo, este órgano jurisdiccional procederá al 

estudio integral del escrito de demanda, para desentrañar los 

motivos de inconformidad planteados por el actor en cualquier parte 

de la misma, en acatamiento de lo establecido en la jurisprudencia 

02/98 sustentada por la invocada Sala Superior, de rubro:  

 

“AGRAVIOS. PUEDEN ENCONTRARSE EN 

CUALQUIER PARTE DEL ESCRITO 

INICIAL4”. 

  

CUARTO. Pretensión, causa de pedir, Litis.  

 

I. En el caso concreto, la pretensión del actor es que se 

revoque la temporalidad de su registro de personas 

sancionadas en materia de VPG determinada en la 

resolución del veintiuno de septiembre, emitida por el CE 

del IEPCT, en el Procedimiento Especial Sancionador 

PES/039/2021.   

 

II. Su causa de pedir consiste en que, el CE del IEPCT 

                                                           
3 MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. EL RESOLUTOR DEBE INTERPRETAR EL 

OCURSO  QUE  LOS  CONTENGA  PARA  DETERMINAR LA VERDADERA INTENCIÓN DEL ACTOR 

Tratándose de medios de impugnación en materia electoral, el juzgador debe leer detenida y cuidadosamente el 

ocurso que contenga el que se haga valer, para que, de su correcta comprensión, advierta y atienda 

preferentemente a lo que se quiso decir y no a lo que aparentemente se dijo, con el objeto de determinar con 

exactitud la intención del promovente, ya que sólo de esta forma se puede lograr una recta administración de 

justicia en materia electoral, al no aceptarse la relación obscura, deficiente o equívoca, como la expresión exacta 

del pensamiento del autor del medio de impugnación relativo, es decir, que el ocurso en que se haga valer el 

mismo, debe ser analizado en conjunto para que, el juzgador pueda, válidamente, interpretar el sentido de lo que 

se pretende. 

 
Consultable en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 
3, Año 2000, página 17. 

 
4 AGRAVIOS. PUEDEN ENCONTRARSE EN CUALQUIER PARTE DEL ESCRITO INICIAL. Debe estimarse que 
los agravios aducidos por los inconformes, en los medios de impugnación, pueden ser desprendidos de cualquier 
capítulo del escrito inicial, y no necesariamente deberán contenerse en el capítulo particular de los agravios, en 
virtud de que pueden incluirse tanto en el capítulo expositivo, como en el de los hechos, o en el de los puntos 
petitorios, así como el de los fundamentos de derecho que se estimen violados. Esto siempre y cuando expresen 
con toda claridad, las violaciones constitucionales o legales que se considera fueron cometidas por la autoridad 
responsable, exponiendo los razonamientos lógico-jurídicos a través de los cuales se concluya que la responsable 
o bien no aplicó determinada disposición constitucional o legal, siendo ésta aplicable; o por el contrario, aplicó 
otra sin resultar pertinente al caso concreto; o en todo caso realizó una incorrecta interpretación jurídica de la 
disposición aplicada. 
 
Consultable en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 
2, Año 1998, páginas 11 y 12. 
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como autoridad responsable no consideró que su 

conducta fue juzgada por la Sala Regional Xalapa, que 

además la citada sala revocó su registro de seis años y 

por ello se transgreden sus derechos políticos electorales 

al ordenar inscribirlo en una nueva resolución por un plazo 

de cinco años cuatro meses en el Registro Estatal y 

Nacional de Infractores.  

 

III. La Litis consiste en determinar si la resolución impugnada 

adolece de las irregularidades que expone el inconforme, 

o si por el contrario se encuentra dictada y apegada a 

derecho.  

 

QUINTO. Marco normativo: 
 

29. De conformidad con lo estipulado en el artículo 1º de la 

Constitución Federal se señala que todas las personas gozarán de 

la protección de los derechos humanos reconocidos en la CPEUM 

y en los tratados internacionales, así mismo, los numerales 2, 4 y 

41; 2.1, 3 de la referida Constitución Mexicana, reconocen el 

derecho a la igualdad, así también, se encuentra señalado en el 

numeral 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 

2.2 y 3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales; 1.1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos.  

 

30. Asimismo, se prevé que todas las autoridades, en el ámbito de 

sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 

proteger y garantizar estos derechos de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad, debiendo prevenir, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos. Por su parte, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y la Convención Belém do 

Pará, consagran el deber al Estado mexicano de proteger los 

derechos humanos de las mujeres. Con base en los ordenamientos 
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internacionales, los Estados deben implementar las medidas 

idóneas para eliminar la discriminación y la violencia contra la mujer 

en la vida política y pública del país, para lo cual deben llevar a 

cabo las medidas apropiadas para modificar prácticas jurídicas que 

respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la 

mujer.  

 

31. Además, establece que, queda prohibida toda discriminación 

motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 

discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la 

religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o 

cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por 

objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 

personas. En ese sentido, en el artículo 4° de la Carta Magna, 

consagra el principio de igualdad de la mujer y el hombre ante la 

Ley.  

 

32. Por tanto, el cumplimiento de los principios de igualdad y no 

discriminación, y en específico, la atención de la violencia contra 

las mujeres debe procurarse por las autoridades electorales como 

por los partidos políticos, y entidades de interés público, cabe 

precisar que en el ámbito nacional, el trece de abril de dos mil 

veinte, se realizó una reforma trascendente en relación a la 

violencia contra la mujer, en el que por decreto se reformaron y 

adicionaron diversas disposiciones a la Ley General de Acceso de 

las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, Ley General de 

Instituciones, Ley General de Medios, Ley General de Partidos 

Políticos, la Ley General en Materia de Delitos Electorales y la Ley 

Orgánica de la Fiscalía General de la República en Materia de VPG.  

 

33. En las cuales se definió a la VPG como toda acción u omisión, 

incluida la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida 

dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o 

resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los 
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derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso 

al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo, labor o 

actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de 

decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y 

ejercicio a las prerrogativas, tratándose de precandidaturas, 

candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo. 

 

34. Esto exige un actuar responsable y efectivo de los poderes 

públicos, quienes tienen el deber de contribuir a revertir y 

transformar las relaciones tradicionales de dominación entre 

hombres y mujeres y la perpetuación de estereotipos que fomenten 

la discriminación. Ese mandato se reconoce en los artículos 

mencionados en parágrafos anteriores de la Constitución Federal, 

así como en el artículo 5 y 10 de la Convención sobre la Eliminación 

de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, así como los 

artículos 6.b y 8.b de la Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, que obligan al 

Estado mexicano a tomar medidas para modificar los patrones 

socioculturales de género, a fin de eliminar los prejuicios y prácticas 

basadas en el estereotipo de hombres y mujeres. 

 

35. De igual forma, el artículo 1° de la propia Convención 

Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 

contra la mujer, considera violencia contra las mujeres cualquier 

acción o conducta, basada en su género, que cause la muerte, 

daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a las mujeres tanto 

en el ámbito público como el privado.  

 

36. Asimismo, el artículo 27 de la Ley de Acceso se ha reconocido 

la implementación de actos de protección a favor de las presuntas 

víctimas, como medida cautelar o como medida de reparación en 

caso en los que se acredite violencia contra la mujer. Así también, 

el artículo 38, de dicha ley, prevé la existencia de un programa 

integral para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia 
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contra las mujeres, entre cuyas acciones destaca la de publicar 

semestralmente la información general y estadística sobre los 

casos de violencia contra las mujeres para integrar el Banco 

Nacional de Datos e Información sobre Casos de Violencia contra 

las Mujeres. En el referido artículo se hace mención a que las 

autoridades electorales les corresponde sancionar, de acuerdo con 

la normatividad aplicable, las conductas que constituyan violencia 

política contra las mujeres en razón de género.  

 

37. Por tanto, es obligación de toda autoridad de actuar con la 

debida diligencia y de manera conjunta para prevenir, investigar, 

sancionar y reparar una posible afectación a sus derechos.  

 

SEXTO. ESTUDIO DE FONDO 
 

Agravios del actor:  

 

38. En síntesis, la parte actora expone como agravio los siguientes: 

 

39. Señala el inconforme que le causa agravio a sus derechos 

políticos electorales la resolución aprobada el veintiuno de 

septiembre, por el CE del IEPCT, al ordenar inscribirlo por un plazo 

de cinco años cuatro meses en el Registro Estatal y Nacional 

de Infractores, no obstante, de que ya fue juzgado por la Sala 

Regional Xalapa.  

 

40. Aduciendo que, el CE del IEPCT, no dio cumplimiento al punto 

Cuarto de la sentencia del veintitrés de julio del presente año, 

emitida por la Sala Regional Xalapa del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, en donde se resolvió revocar su registro 

por seis años en el registró de personas sancionadas  

 

41. Refiere el inconforme que la autoridad responsable cometió 

desacato al no dar cumplimiento al punto cuarto resolutivo de la 

citada sentencia, en el que reitera que se ordenó revocar su 
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inscripción por seis años en el Registro Estatal de Personas 

Sancionadas en Materia de Violencia Política contra las mujeres en 

razón de Género en Tabasco, por ello solicita la revocación del 

nuevo acto emitido el veintiuno de septiembre. Lo anterior debido a 

que el CE del IEPCT se excedió en el cumplimiento y pide sean 

sancionados todos sus integrantes por desacato.  

Informe Circunstanciado de la autoridad responsable:  

42. Entre otras cosas la autoridad responsable refiere que no le 

asiste la razón al inconforme, en razón de que si bien es cierto la 

Sala Regional Xalapa determinó la inconstitucional del registro del 

ciudadano Guadalupe Vidal Córdova por la temporalidad de seis 

años, determinando revocar el punto Cuarto, cierto es también, que 

en el punto Tercero confirma la violencia política contra la mujer 

por razón de género atribuida al recurrente.  

43. Argumenta la responsable que el quejoso parte de una premisa 

falsa al causar controversia de algo ya juzgado, y que ese órgano 

electoral tiene la obligación con las reglamentaciones 

internacionales y criterios de tener una lista de Registro Estatal de 

todas las personas que hayan sido condenadas por violencia 

política contra las mujeres en razón de género, motivo por el cual 

ese Consejo Estatal tomó la determinación de realizar el registro 

correspondiente con la gradualidad que por ley debe contemplar.  

44. Esto de conformidad con lo que disponen los artículos 1, 2, 3 

número 3, 10 numerales 1, fracción 1 y 2 de los Lineamientos para 

la integración, funcionamiento, actualización y conservación del 

Registro Nacional de Personas Sancionadas en Materia de 

Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de Género, 

aprobados por el Consejo General del INE a través del acuerdo 

INE/CG269/2020 de cuatro de septiembre de dos mil veinte, todos 

los organismo públicos locales electorales tienen la obligación de 

inscribir en dicho registro, a las personas que hayan sido 

sancionadas por incurrir en actos que constituyan violencia política 

contra las mujeres en razón de género, por lo que dicha obligación 
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debe ser cumplida por ese instituto, pues de no hacerlo, incurriría 

en responsabilidad administrativa, en términos de lo que establece 

el artículo 18 de los Lineamientos en mención.   

45. Finalmente argumenta la autoridad responsable que en virtud 

de que la Sala Regional Xalapa consideró en su determinación que, 

si bien la inscripción no es una sanción por sí misma, porque deriva 

de la declaración de violencia política en contra de las mujeres en 

razón de género, si exige que sea proporcional a la gravedad de la 

conducta, lo que en el caso no aconteció.  

Caso concreto:  
 

46. En el asunto que nos ocupa es importante precisar que este dio 

inicio con una denuncia presentada por la ciudadana Carmen 

Oropeza Torrano, para iniciar el procedimiento especial 

sancionador en contra de los ciudadanos Guadalupe Vidal 

Córdova, Antonio Urbina Reyes y Luis Gonzalo Campos 

González, quienes en ese tiempo tenían la calidad de vocal 

ejecutivo del IEPCT, consejero electoral del Instituto Electoral y 

consejero representante suplente del Partido del Trabajo, 

respectivamente, por la probable comisión de actos de violencia 

política en razón de género.  

 

47. El veintiséis de mayo, el CE del IEPCT emitió resolución en el 

expediente PES/039/2021, declarando la existencia de violencia 

política contra las mujeres en razón de género, atribuidas al 

ciudadano Guadalupe Vidal Córdova. 

 

48. Inconforme el actor con la resolución, el tres de junio, interpuso 

sendos recursos de apelación ante este el Instituto Electoral y ante 

el Tribunal, mismos que fueron radicados con las claves TET-AP-

58/2021-III y TET-AP-61/2021-III, respectivamente, siendo 

reencauzados el primero de los expedientes mencionados 

mediante acuerdo plenario a Juicio para la Protección de los 

Derechos Político-Electorales del Ciudadano, asignándole el 
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número de expediente TET-JDC-114/2021-III y el segundo de los 

expedientes fue desechado.  

 

49. El primero de julio, el Pleno del este Tribunal Electoral en el 

Juicio Ciudadano TET-JDC-114/2021-III dictó sentencia en la que 

por una parte confirmó los puntos resolutivos primero y segundo de 

la resolución dictada en el procedimiento especial sancionador 

PES/039/2021.  

 

50. Por otra parte, declaró la no aplicación en el caso concreto, del 

párrafo cuarto del artículo 29 de los Lineamientos, respecto a la 

vigencia de seis años en el registro de infractores, procediendo a 

revocar el punto resolutivo tercero de la citada resolución, en lo 

referente a los seis años para permanecer en el registro estatal de 

infractores.  

 

51. En consecuencia, el doce de julio, el Consejo Estatal aprobó el 

acuerdo CE/2021/077 mediante el cual modificó su lineamiento.  

 

52.Inconforme el actor con la sentencia dictada por este Tribunal 

Electoral, promovió Juicio Electoral ante la Sala Regional Xalapa, 

identificado bajo la clave SX-JE-169/2021, instancia federal que el 

veintitrés de julio decidió revocarla, dejando incólume o firme la 

existencia de violencia política contra las mujeres en razón de 

género atribuida al inconforme.  

 

53. Posteriormente y en cumplimiento a lo ordenado por la Sala 

Regional Xalapa, el veintiuno de septiembre, el CE del IEPCT, entre 

otras cosas ordenó la inscripción del Ciudadano Guadalupe Vidal 

Córdova, en el Registro Estatal y Nacional de Infractores por un 

plazo de cinco años cuatro meses.  

 

54.En esa tesitura, se destaca que el ciudadano Guadalupe Vidal 

Córdova, impugna la resolución señalada en el punto que 

antecede, sin embargo, sus planteamientos versan como se 
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mencionó en parágrafos que anteceden respecto a que su asunto, 

ya fue juzgado por la Sala Regional Xalapa, el veintitrés de julio, 

que la citada autoridad revocó su registro por seis años, por tal 

motivo solicita la revocación del nuevo acto dictado por el CE del 

IEPCT en el PES/039/2021 del veintiuno de septiembre ya que este 

órgano electoral se excedió en el cumplimiento por lo que su actuar 

deberá ser sancionado por el desacato a lo dictada por la Sala 

Regional Xalapa.  

 

55.Al respecto es de señalarle al recurrente que pierde de vista que 

en el punto determinación en plenitud de jurisdicción en la fracción 

I referente a la acreditación de VPGM en la resolución del IEPCT y 

punto tercero resolutivo del expediente SX-JE/169/2021 la Sala 

Regional Xalapa del Tribunal del Poder Judicial de la Federación 

realizó el análisis y señaló la acreditación de la violencia política en 

razón de género, es por ello que este hecho ha quedado acreditado 

y goza de firmeza con todas sus consecuencias legales, por lo que 

será bajo esa perspectiva que se emita el pronunciamiento 

correspondiente. 

 

Decisión:  

 

56. Del agravio planteado por el actor este Tribunal Electoral 

considera es infundado e insuficiente para revocar la Resolución 

impugnada por las consideraciones siguientes:  

 

57. En primer lugar, como se dijo, en líneas que anteceden la 

violencia política en razón de género, quedó debidamente 

demostrada, esto es así, porque contrario a lo que sostiene el actor 

con relación a que el CE del IEPCT no consideró que su asunto ya 

fue cosa juzgada conforme a lo ordenado por la Sala Regional 

Xalapa, en cuanto a la determinación de revocar su registro de seis 

años en el registro de personas sancionadas, tal y como lo prevé el 

punto cuarto resolutivo, que a continuación se transcribe para mejor 

compresión:  
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“… R E S U E L V E 

 

CUARTO. Se revoca la inscripción por seis años de 

Guadalupe Vidal Córdova en el Registro Estatal de 

Personas Sancionadas en Materia de Violencia 

Política Contra las Mujeres en Razón de Género en 

Tabasco…” 

 

58. Al respecto, este órgano jurisdiccional considera que el actor 

parte de una idea equivocada al señalar que la responsable no 

atendió a que su asunto ya fue juzgado por la Sala Regional Xalapa 

pues recalca que esta no dio cumplimiento al punto cuarto 

resolutivo antes descrito, en razón de que la muticitada Sala 

Regional, revocó su inscripción por seis años en el Registro Estatal 

de Personas Sancionadas.  

 

59. Se dice esto, en razón de que en esa misma sentencia la Sala 

Regional Xalapa, en el punto tercero resolutivo confirmó la 

violencia política contra la mujer por razón de género atribuida al 

actor.  

 

60. Lo anterior, es así porque si bien es cierto la Sala Regional 

Xalapa juzgó y resolvió respecto a la conducta del actor en el 

PES/039/2021 también se advierte por esta autoridad que en esa 

resolución se tuvo por acreditado los elementos 4 y 5 previstos en 

la jurisprudencia 21/2018 de rubro siguiente:  

 

“VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. 

ELEMENTOS QUE LA ACTUALIZAN EN EL 

DEBATE POLÍTICO”,  

 

61. En primer término, determinó que, si se acreditaba el elemento 

4 consistente en que la conducta tiene por objeto o resultado 
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menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los 

derechos políticos electorales de las mujeres.  

  

62.Ello fue así, porque se menoscabó el derecho de la Vocal 

Secretaria a desempeñar su cargo, pues el que se le reprendiera 

de forma pública sobre sus labores, sin su conocimiento previo por 

tratarse de una sesión de trabajo que tenía como finalidad mostrar 

el proceso de reclutamiento de capacitadores electorales, que no 

se le respetara cuando hizo uso de la voz para defenderse de tales 

acusaciones, que sólo se pudieron expresar libremente quienes la 

señalaban y que el responsable y su superior jerárquico, permitiera 

e incluso abonara a esa exhibición y señalización indebida, permite 

concluir que fue demeritada públicamente respecto al desempeño 

de sus funciones que realizaba lo que se traduce en un menoscabo 

a sus derechos político-electorales como integrante de un órgano 

administrativo electoral. 

 

63. En lo que respecta al elemento 5 relativo a que basa en 

elementos de género, es decir: I. se dirige a una mujer por ser 

mujer, II. tiene un impacto diferenciado en las mujeres; III. afecta 

desproporcionadamente a las mujeres, también, lo tuvo por 

acreditado, porque si bien no toda violencia dirigida contra una 

mujer tiene razones de género, en el caso sí se advierte este 

elemento pues se parte del estereotipo de que las mujeres no están 

capacitadas para desempeñar un cargo público, pues como se 

analizó el representante del PT realizó señalamientos como que 

hasta alguien que estudia primer semestre de Derecho sabe lo que 

es una copia certificada; para demeritar sus capacidades.  

 

64. En segundo lugar, con tales razonamientos la Sala Regional 

Xalapa, y conforme a lo expuesto por el CE del IEPCT, en la 

resolución determinó que no fue indebida la motivación de los 

elementos 4 y 5, teniéndolos por plenamente acreditados.  
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65. En consecuencia y al haber resultado acreditados los 

elementos antes descritos, la Sala Regional Xalapa, procedió a 

confirmar la declaratoria de la violencia política contra la mujer por 

razón de género atribuida a Guadalupe Vidal Córdova, cometida 

en contra de la ciudadana Carmen Oropeza Torrano.   

 

66. Por tanto, como ya se señaló, la violencia política en razón de 

género en contra del actor quedó debidamente acreditada en el 

Juicio Electoral SX-JE-169/2021, misma que se encuentra firme y 

resulta ser cosa juzgada. 

 

67. De lo resuelto en el expediente SX-JE-169/2021 por la Sala 

Regional Xalapa puede advertirse que ésta determinó un actuar 

incorrecto por parte de la autoridad responsable respecto a la 

inscripción del actor Guadalupe Vidal Córdova, en el Registro 

Estatal de Personas Sancionadas en Materia de Violencia Política 

Contra las Mujeres en razón de Género por seis años, porque no 

se realizó un análisis o gradualidad de dicho plazo, lo que no 

resultaba proporcional; por ello decretó revocar la inscripción y 

dejar sin efectos cualquier acción derivada de esa inscripción.  

 

 

68. Luego entonces, una vez hechas las adecuaciones a los 

Lineamientos, a efectos de establecer una gradualidad adecuada 

en cuanto a la calificativa y plazo de permanencia en el Registro 

Estatal de Violentadores y como consecuencia, en el Registro 

Nacional y Local. 

 

69. Es por ello, que se reitera que al actor no le asiste la razón al 

señalar que la responsable no consideró que ya su asunto fue 

juzgado y que en el punto cuarto resolutivo del expediente SX-JE-

169/2021, la Sala Regional Xalapa, revocó la inscripción por seis 

años en el Registro Estatal de Personas Sancionadas.  
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70. Pasando por alto el recurrente el punto tercero resolutivo de la 

citada sentencia que confirmó la violencia política contra la mujer 

por razón de género atribuida al hoy impugnante.  

 

71. Además se resalta que, el CE del IEPCT mediante Acuerdo 

número CE/2021/077 del doce de julio de dos mil veintiuno, 

modificó los Lineamientos de VPG. 

 

72. En ese orden de ideas, para poder imponer la temporalidad en 

la resolución del veintiuno de septiembre del presente año, que el 

actor debe permanecer en el Registro Estatal de Infractores, la 

autoridad responsable se basó en lo dispuesto en el artículo 29 de 

los Lineamientos modificados, que en lo que nos interesa prevé: 

 

a) La persona sancionada permanecerá en el registro hasta 

por tres años si la falta fuera considera como leve; hasta 

cuatro años si fuera considerada como ordinaria, y hasta 

cinco años si fuera calificada como grave ordinaria; 

ello a partir del análisis que realice la UTCE respecto de 

la gravedad y las circunstancias de modo tiempo y lugar.  

 

b) Cuando la violencia política en razón de género fuere 

realizada por una servidora o servidor público, persona 

funcionaria electoral, funcionaria partidista, aspirante a 

candidata independiente, precandidata o candidata, 

personas que se dedique a los medios de comunicación, 

o con su aquiescencia, aumentará en un tercio su 

permanencia en el registro respecto de las 

consideraciones anteriores.  

 

c) Cuando la violencia política contra las mujeres en razón 

de género fuere cometida contra una o varias mujeres 

pertenecientes a un pueblo o comunidad indígena; 

afromexicanas; mayores; personas de la diversidad 

sexual; con discapacidad o a algún otro grupo en situación 
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de discriminación, la permanencia en el registro se 

incrementará en una mitad respecto de las 

consideraciones del inciso a).  

 

d) En caso de reincidencia, la persona que cometió 

nuevamente las conductas sancionadas como violencia 

política en razón de género permanecerán en el registro 

por seis años. 

 

73. En tal sentido, es preciso señalar que, se ha considerado al 

registro de infractores como un mecanismo para cumplir deberes 

de reparación, protección y erradicación de violencia contra las 

mujeres, pues es una herramienta para que las autoridades y la 

ciudadanía tengan conocimiento de las personas que han incurrido 

en dichas conductas. 

 

74.  Lo que se pretende es llevar a cabo con medidas de ese tipo, 

un esfuerzo entre las autoridades para afrontar y materializar de 

manera conjunta e institucional la violencia contra las mujeres en el 

ámbito político-electoral. 

 

75.  Es por ello que las referidas medidas se encuentran justificadas 

constitucional y convencionalmente, en el deber de cumplir en 

materia de derechos humanos de todas las autoridades del país, 

de erradicar las normas sociales y culturales que enmarcan un 

sistema de subordinación y discriminación de las relaciones de 

poder entre los hombres y las mujeres, por lo que se trata de un 

mecanismo eficaz para evitar la reiteración de conductas violatorias 

de los derechos políticos de las mujeres.5 

 

76.  En ese orden de ideas, a juicio de este Órgano Jurisdiccional, 

si la autoridad administrativa electoral señaló un plazo de cinco 

años cuatro meses, fue con la finalidad de que el actor 

permanezca en el Registró Estatal de Personas Sancionadas en 

                                                           
5 Razonamientos plasmados en el Acuerdo INE/CG269/2020. 
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Materia de Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de 

Género y lo hizo atendiendo la gravedad de la conducta, así como 

a las circunstancias de modo, tiempo y lugar que rodearon la 

comisión del hecho, tal como lo establece el invocado artículo 29 

de los Lineamientos, esto es, la temporalidad cuestionada es la que 

resulta más acorde con la forma en que ocurrió la conducta que se 

le atribuye al actor, y que se considera dentro de los parámetros 

legales. 

 

77. Ahora bien, la temporalidad que determinó la responsable se 

considerada proporcional con la conducta desplegada por el 

infractor, si se tiene presente que dicha medida debe cumplir con 

deberes de reparación y erradicación de la violencia política en 

contra de las mujeres, por tanto, en esa medida, es necesario que 

tenga un efecto corrector y disuasorio, a efecto de prevenir futuras 

reincidencias. 

 

78.  Por otra parte, cabe decir, que la calificación de la infracción 

no es autónoma para la imposición de la sanción y la fijación en el 

Registro Estatal de Infractores, porque es en la individualización de 

la sanción en donde se hace la calificación de la infracción 

(levísima, leve o grave), y es a partir de esa determinación, que la 

autoridad fija la temporalidad en la cual una persona que es inscrita 

en el referido registro debe de permanecer.  

 

79. Luego entonces, es correcto el actuar de la responsable al 

dictar una nueva sentencia en la que determinó imponer como 

sanción al actor la publicación de cinco años cuatro meses en el 

Registro Estatal y Nacional de Infractores, y en la que tomó en 

cuenta todos y cada uno de los parámetros fundamentales para la 

individualización de la sanción, de no ser así que finalidad tendría 

tener por acreditada la violencia en razón de género en contra de 

la ciudadana Carmen Oropeza Torrano, sin que se le impusiera al 
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infractor una sanción ejemplar como lo es referida inscripción en el 

Registro Estatal de Infractores.  

 

80. Lo anterior es así, toda vez que la propia Sala Regional Xalapa 

declaró fundado el agravio del actor en relación a la Inscripción en 

el Registro Estatal de Infractores, pues a su criterio resultaba 

excesiva, esto en razón de que la autoridad administrativa se 

limitó a señalar un plazo de seis años para que el actor 

permaneciera en el registro de infractores, sin que atendiera las 

circunstancias de la gravedad de la conducta, modo, tiempo y lugar, 

por lo que consideró que su actuar fue indebido y por ende, la 

temporalidad que determinó no era proporcional.  

 

81. Por lo que, en base a las consideraciones vertidas por la Sala 

Regional Xalapa, el CE del IEPCT procedió a determinar de nueva 

cuenta mediante la resolución hoy controvertida la imposición de 

inscripción en el registro estatal de infractores al ciudadano 

Guadalupe Vidal Córdova, de la siguiente forma:  

82. En primer lugar, porque tanto la Sala Regional Xalapa y el 

Consejo Electoral, tuvieron por demostrada la participación del 

denunciado Guadalupe Vidal Córdova, y por acreditado los actos 

y hechos de violencia política contra las mujeres en razón de 

género.  

83. En segundo lugar, la responsable procedió a la individualización 

de la sanción, atendiendo las circunstancias particulares del caso, 

esto es así, en razón de que en dicha resolución valoró los 

siguientes elementos:  

a) Bien jurídico tutelado,  

b) Circunstancias de modo, tiempo y lugar de la infracción,  

c) Singularidad o pluralidad de la falta,    

d) Los medios de ejecución,  
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e) Intencionalidad,  

f) Monto del beneficio, lucro daño o perjuicio derivado de la 

conducta desplegada,  

g) Las condiciones externas y los medios de ejecución,  

h) La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y   

i) Calificación de la infracción 

  

84.  Precisado lo anterior, se puede advertir que contrario a lo 

señalado por el actor, la responsable valoró todos los elementos 

señalados con antelación y es por ello que ordenó la inscripción del 

ciudadano Guadalupe Vidal Córdova en el Registro Estatal y 

Nacional de Infractores, por un plazo de cinco años cuatro 

meses, esto de acuerdo con la gradualidad y la calificación de la 

falta.  

85. La cual quedó establecida en la resolución controvertida 

aprobada en sesión ordinaria efectuada el veintiuno de septiembre 

del presente año en los puntos 3.4.1. Relacionado con la Medida 

de no repetición. Inscripción en el Registro Estatal de 

Infractores y 3.5. relativo a la temporalidad de la inscripción en 

el registro de sancionados de Guadalupe Vidal Córdova, mismo 

que se reproduce en el presente apartado:  

“Se ordena la inscripción del ciudadano Guadalupe 

Vidal Córdova en el Registro Estatal y Nacional de 

infractores6, por un plazo de cinco años cuatro 

meses, esto de acuerdo con la gradualidad y la 

calificación de la falta determinada en el considerando 

3.3.9 (grave ordinaria) y que inicialmente parte de los 

cuatro años señalados en el inciso a) del párrafo cuarto 

del artículo 297 de los Lineamientos y al cual se adiciona 

un tercio del mismo (un año cuatro meses), en términos 

                                                           
6 Tesis XI/2021, “VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO. EL REGISTRO DE PERSONAS INFRACTORAS EN LISTADOS 

NACIONALES Y/O LOCALES, TIENE JUSTIFICACIÓN CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL”. 
7 Modificación mediante acuerdo CE/2021/077 
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del inciso b) del mencionado precepto, pues como 

quedó demostrado, que el infractor al momento que se 

llevaron a cabo los hechos era funcionario público de 

este Instituto Electoral lo que incrementa el plazo de 

registro”. 

“Toda vez que quedó debidamente establecida, por la 

autoridad jurisdiccional electoral, la responsabilidad de 

Guadalupe Vidal Córdova, en la comisión de actos que 

constituyen violencia política contra las mujeres en razón 

de género, en contra de la víctima, se procede a 

determinar la temporalidad durante la cual deberá 

publicarse, en el registro de sancionados, la sanción 

impuesta al infractor Guadalupe Vidal Córdova. 

Lo anterior en virtud que, de conformidad con lo que 

disponen los artículos 1, 2, 3 numeral 3, 10 numerales 1, 

fracción I y 2, de los Lineamientos para la integración, 

funcionamiento, actualización y conservación del 

Registro Nacional de Personas Sancionadas en Materia 

de Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de 

Género, aprobados por el Consejo General del INE a 

través del acuerdo INE/CG269/2020, de cuatro de 

septiembre de dos mil veinte, todos los organismos 

públicos locales electorales tienen la obligación de 

inscribir en dicho registro, a las personas que hayan sido 

sancionadas por incurrir en actos que constituyan 

violencia política contra las mujeres en razón de género. 

Obligación que debe ser cumplida por este instituto, pues 

de no hacerlo, incurriría en responsabilidad 

administrativa, en términos de lo que dispone el artículo 

18 de los Lineamientos en cita.  

En efecto, como consta en la resolución emitida por la 

Sala Xalapa, al resolver el expediente SX-JE-169/2021, 

dicha autoridad electoral determinó revocar el punto 

Tercero relativo a la inscripción por seis años de 

Guadalupe Vidal Córdova en el Registro Estatal de 

Personas Sancionadas en Materia de Violencia Política 

Contra las Mujeres en Razón de Género, dejándose sin 

efectos cualquier acción derivada de dicha inscripción. 

Lo anterior, en virtud que la Sala Xalapa consideró en su 

determinación que, si bien la inscripción no es una 
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sanción por sí misma porque deriva de la declaración de 

violencia política contra las mujeres en razón de género, 

sí exige que sea proporcional a la gravedad de la 

conducta, lo que en el caso no aconteció. 

En tal virtud, para efectos de cumplir con la obligación 

que tiene este Instituto de incluir en el mencionado 

registro, las resoluciones que sean emitidas en virtud de 

actualizarse los supuestos que dan vida al ilícito en 

mención, se determina que la sanción impuesta a 

Guadalupe Vidal Córdova, por incurrir en actos que 

constituyen violencia política contra las mujeres en razón 

de género, deberá incluirse en dicho registro de 

sanciones, en los términos que enseguida se detallan: 

Se ordena la inscripción del ciudadano Guadalupe Vidal 

Córdova en el Registro Estatal y Nacional de 

infractores8, por un plazo de cinco años cuatro meses, 

esto de acuerdo con la gradualidad y la calificación de la 

falta determinada por la Sala Xalapa al resolver el 

expediente SX-JE-169/2021 (grave ordinaria) y que 

inicialmente parte de los cuatro años señalados en el 

inciso a) del párrafo cuarto del artículo 299 de los 

Lineamientos y al cual se adiciona un tercio del mismo 

(un año cuatro meses), en términos del inciso b) del 

mencionado precepto, pues como quedó establecido, el 

infractor al momento que se llevaron a cabo los hechos 

era funcionario público de este Instituto Electoral lo que 

incrementa el plazo de registro”(sic). 

86.  Es decir, la falta fue considera como grave ordinaria, partiendo 

de los cuatro años señalados en el inciso a) párrafo cuarto del 

artículo 29 de los Lineamientos antes señalados, y al que se le 

adiciona un tercio del mismo, esto es, un año cuatro meses, en 

razón de lo establecido en el inciso b) del referido precepto, pues 

tal y como en la resolución impugnada quedó demostrado que el 

inconforme al momento de llevarse a efecto los hechos era 

                                                           
8 Tesis XI/2021, “VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO. EL REGISTRO DE PERSONAS 

INFRACTORAS EN LISTADOS NACIONALES Y/O LOCALES, TIENE JUSTIFICACIÓN CONSTITUCIONAL Y 
CONVENCIONAL”. 
9 Modificación mediante acuerdo CE/2021/077 
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funcionario público de ese Instituto Electoral, incrementándose el 

plazo de registro.  

87.  De esta manera a juicio de este órgano jurisdiccional, es 

correcta la aplicación de los artículos previstos en los Lineamientos 

antes señalados, para determinar la temporalidad de la inscripción 

del actor en el Registro Estatal de Personas Sancionadas en 

Materia de Violencia Política contra las Mujeres en Razón de 

Género en Tabasco, hecha por el CE del IEPCT.  

88.  Toda vez que, una de las formas de reparación son las 

garantías de no repetición, las cuales son medidas que tienen como 

fin que no vuelvan a ocurrir violaciones a los derechos humanos 

como las sucedidas en los casos en los que se acredita violencia 

política en razón de género, este tipo de garantías, en muchas 

ocasiones, resuelven problemas estructurales que benefician no 

solo a las víctimas de un caso, sino también a otros miembros o 

grupos de la sociedad.  

89.  En este sentido, la Corte Interamericana ha reconocido que es 

fundamental que las medidas ordenadas se reflejan en informes 

estatales que contengan los medios, acciones y objetivos 

determinados por el Estado en función de las especificas 

necesidades de protección de los beneficios, para dar sentido 

concreto y continuidad a los informes, es decir, se requiere 

información suficiente para que permita evaluar la situación real de 

riesgo actual que puedan enfrentar los beneficiarios de las medidas 

otorgadas.  

90.  Es por ello, que la información de listas que registren 

ciudadanos y ciudadanas que tengan en su contra sentencias que 

califiquen la existencia de violencia política en razón de género se 

consideren herramientas de verificación para que las autoridades 

pueden identificar a las personas infractoras.  
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91. Las referidas listas se caracterizan por ser una medida de 

reparación integral que tienen como efecto que las autoridades 

electorales puedan verificar de manera clara quienes son las 

personas que han sido sancionadas por haber cometido actos de 

violencia política de género, primordialmente si se trata de registros 

públicos que puedan ser consultados por las personas interesadas. 

92. En este orden de ideas, las citadas listas se conciben como una 

garantía de no repetición de la vulneración de los derechos 

humanos violentados, específicamente, de cualquier derecho 

político de las mujeres, pues tienen el fin de alcanzar una 

repercusión, en el ámbito de su competencia de las autoridades 

que tengan acceso a ellas.  

93. Es por ello, que las listas de personas infractoras cumplen una 

función social de reparación integral, porque facilita la cooperación 

interinstitucional para combatir y erradicar la violencia contra las 

mujeres, pues se constituye en una herramienta para que las 

autoridades conozcan de manera puntual a quienes han vulnerado 

la normativa electoral y actúen como corresponda en el ámbito de 

sus atribuciones.  

94. Asimismo, la naturaleza de las listas de violentadores es una 

herramienta fundamental para fortalecer la política de prevención 

de violencia hacia las mujeres, así como una medida de reparación 

transformadora cuya intención es ir más allá de su función 

restitutiva, una alternativa de justicia correctiva que busca una 

transformación democrática de la sociedad, que no solo enfrenta el 

daño, sino también las condiciones sociales que han permitido su 

continuidad, para prevenir futuros daños.  

95. Lo anterior encuentra sustento en la tesis XI/2021, de rubro 

siguiente:  

“VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE 

GÉNERO EL REGISTRO DE PERSONAS 

INFRACTORAS EN LISTADOS NACIONALES 
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Y/O LOCALES, TIENE JUSTIFICACIÓN 

CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONAL”.  

96. Con apoyo a lo señalado en la tesis que antecede, se puede 

advertir que el registro es únicamente para efectos de publicidad, 

sin que en forma alguna tenga efectos constitutivos o 

sancionadores, pues ello dependerá de la sentencia que emita la 

autoridad electoral en la que determinará la condena por violencia 

política en razón de género y sus efectos.  

97. En base a todo lo anterior, es que la autoridad responsable 

advirtió que el rango de la sanción cambia gradualmente 

dependiendo de la calificación de la sanción, es decir, de la 

gravedad y las circunstancias de modo, tiempo y lugar, de la cual 

podrá sancionarse con un registro oscilante de entre un día hasta 

seis años, por tanto, para este órgano jurisdiccional resulta evidente 

que dicha normatividad no evidencia ambigüedad en su contexto o 

interpretación.  

98. Por lo que se considera que fue conforme a derecho que el CE 

del IEPCT determinará para efectos de establecer la temporalidad 

de la inscripción, toda vez que los lineamientos no incurren en 

vaguedad o imprecisión, debido a que el parámetro inferior es la 

cantidad mínima cuantificable, es decir, un día y la máxima seis 

años.  

99. En consecuencia, este órgano jurisdiccional comparte el criterio 

sostenido por el CE del IEPCT en cuanto a que la permanencia del 

actor en el registro de infractores sea durante el término cinco 

años cuatro meses, toda vez que se ajusta a los parámetros 

establecidos por los Lineamientos y que la misma fue de acuerdo a 

las circunstancias en que incurrieron los hechos motivo de la 

violencia política de género resultan ser los más acordes. 

100.  En esa tesitura, cabe señalar que contrario a lo que expone 

el actor, el CE del IEPCT no incurrió en desacato a la sentencia 

dictada por la Sala Regional Xalapa, mediante un exceso en el 
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incumplimiento de la ejecutoria, pues el hecho de que haya 

revocado la determinación de este Tribunal y modificado la 

resolución primigenia, en modo alguno implica que la conducta 

infractora no deba ser reparada y se le exima de las medidas de no 

repetición, en este caso, la inscripción en el Registro Estatal y 

Nacional de Infractores se hacen con la finalidad de que se dote de 

eficacia a la norma, al marco normativo atinente.  

101.De igual manera el recurrente aduce que la autoridad 

administrativa cometió incidente de exceso o defecto en el 

incumplimiento de la sentencia emitida por la Sala Regional de 

Xalapa pues es evidente que esa autoridad administrativa es 

responsable, y por tanto sus integrantes deben ser sancionados por 

desacato, y que le causa agravios su resolutivo al no acatar una 

orden de una autoridad jurisdiccional, incurriendo además de abuso 

de autoridad al querer violentar sus derechos políticos electorales 

y cometer incidente de desacato al no obedecer una orden de una 

sentencia emitida por una autoridad jurisdiccional.   

102. Al respecto tampoco le asiste la razón al recurrente debido a 

que una sentencia conlleva el cumplimiento del derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva, el cual debe asegurar a las partes 

contendientes la efectividad de las sentencias, por lo que los 

juzgadores deben cerciorarse que sus fallos sean acatados por las 

partes en los términos en que fueron emitidas, sin excesos ni 

defectos.  

 

103. En tanto, el cumplimiento excesivo de una sentencia implica 

que se rebasen los límites o lineamientos establecidos en la 

sentencia, mientras que el cumplimiento defectuoso significa que la 

conducta de la autoridad en el cumplimiento es incompleta, 

implicando carencia en relación con los términos apuntados en la 

sentencia. 

 

104. En el asunto que nos ocupa este Tribunal Electoral advierte 

que la responsable emitió un nuevo acto, es decir no incurrió en 
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exceso o defecto en el nuevo acto y estudio de la temporalidad en 

el registró de sancionados, ya que el CE del IEPCT procedió a 

emitir una sentencia en la que determinó la imposición de 

inscripción en el Registro Estatal de Personas sancionadas en 

materia de Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de 

Género en Tabasco al ciudadano Guadalupe Vidal Córdova, 

conforme a sus atribuciones y porque como se mencionó en líneas 

precedentes en el punto tercero resolutivo del expediente SX-JE-

169/2021 se tuvo por acreditada la VPG.  

 

105. Sirve de apoyo a estos conceptos sobre el cumplimiento 

excesivo o defectuoso la jurisprudencia I.6o.T. J/64 del Sexto 

Tribunal Colegiado en Materia del Trabajo del Primer Circuito, 

dictada en la novena época, la cual aparece publicada en la página 

1672 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta a Tomo 

XX de septiembre de 2004, bajo el rubro y texto10 siguiente: QUEJA 

POR DEFECTO O EXCESO EN EL CUMPLIMIENTO DE UNA 

EJECUTORIA DICTADA POR UN TRIBUNAL COLEGIADO DE 

CIRCUITO. CASOS EN QUE SE SURTE. 

 

106. En efecto, el fondo de lo resuelto en el PES/039/2021, escapa 

de la materia del cumplimiento del expediente principal, ya que se 

recalca la responsable dictó un nuevo acto, conforme a sus 

facultades y atribuciones.  

 

                                                           
10 “QUEJA POR DEFECTO O EXCESO EN EL CUMPLIMIENTO DE UNA EJECUTORIA DICTADA POR UN 

TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO. CASOS EN QUE SE SURTE. El artículo 95, fracción IX, de la Ley de 
Amparo establece la procedencia del recurso de queja cuando la autoridad responsable incurre, al cumplimentar 
una ejecutoria dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito, en exceso o defecto. Para entender la hipótesis de 
aplicación de esta disposición, debemos acudir al contenido del artículo 80 del mismo ordenamiento legal, que 
establece que la sentencia que conceda la protección constitucional tiene por objeto restituir al agraviado en el 
pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la 
violación. Así, una sentencia concesoria del amparo, debe fijar sus límites y alcances, lo que obliga estrictamente 
a las autoridades a quienes corresponde el cumplimiento de la sentencia. Por tanto, si éstas rebasan los límites 
o alcances fijados en el mencionado fallo, incurren de manera evidente en una conducta excesiva en el 
cumplimiento del fallo en cuestión. En cambio, si al llevar a cabo el cumplimiento de la sentencia, su conducta es 
incompleta, implicando carencia o falta en relación con los términos en que se concedió el amparo, la autoridad 
incurre en defecto en la ejecución del fallo. Lo anterior es así, si se tiene en cuenta que las sentencias 
pronunciadas en el juicio federal no tienen más efecto, cuando se ampara, que nulificar el acto reclamado, 
obligando a la autoridad responsable a la reparación de la garantía violada, pero sin que la sentencia de amparo 
sustituya a la que la motiva, por lo que la forma correcta de ejecutar el fallo constitucional es dictar uno nuevo que 
se ajuste a los términos de la ejecutoria de amparo. Luego, la autoridad responsable, al dar cumplimiento a la 
ejecutoria de amparo, únicamente debe ajustarse a los puntos resueltos en aquélla, respecto de las cuestiones 
que fueron materia de la litis constitucional, sin que quede vinculada a resolver en algún sentido, en relación con 
los aspectos que no se estudiaron en el amparo.”  
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107. Por tanto, el CE del IEPCT actuó fundado en derecho al 

establecer la permanencia de cinco años y cuatro meses en el 

Registró Estatal de Personas Sancionadas en Materia de Violencia 

Política Contra las Mujeres en Razón de Género en Tabasco y con 

base a sus atribuciones emitir la determinación que a su juicio 

correspondía, por lo que no existió un desacato, ya que como se 

ha referido dicha resolución fue derivado de un nuevo análisis 

respecto de la temporalidad durante la cual deberá publicarse en el 

registró de sancionados la sanción impuesta al infractor Guadalupe 

Vidal Córdova.  

 

108. Además, es importante resaltar que en su medio de 

impugnación el actor no combate ni realizó planteamientos algunos 

dirigidos a cuestionar la graduación y la proporcionalidad de la 

temporalidad del registro, es por todo ello que son infundados los 

agravios planteados por el recurrente.  

 

109. Es decir, el actor debió controvertir la totalidad de las razones 

expuestas en la resolución PES/039/2021, en ese sentido, resulta 

evidente que el promovente no controvierte de manera eficaz lo 

expuesto por la autoridad responsable, motivo por el cual este 

órgano jurisdiccional considera y se encuentra imposibilitado para 

pronunciarse al respecto.  

 

110. Es por ello que, a juicio de este Órgano Jurisdiccional, 

considera que el CE del IEPCT procedió conforme a sus facultades 

y atribuciones no incurriendo en exceso ni abuso de autoridad al 

dictar la sentencia el veintiuno de septiembre del presente año, 

pues tal y como se señaló en parágrafos que anteceden fue por 

haberse acreditado la VPG en la resolución primigenia en su punto 

tercero resolutivo lo cual fue confirmado por la Sala Xalapa en el 

expediente SX-JE-169/2021, por todo lo expuesto es que se 
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confirma la resolución dictada en el Procedimiento Especial 

Sancionador PES/036/2021.  

111. Finalmente, se instruye a la Secretaría General de Acuerdos 

de este Tribunal Electoral de Tabasco, para que en caso de que 

con posterioridad se reciba documentación relacionada con el 

trámite y la sustanciación de este medio de impugnación, se 

agregue al expediente para su legal y debida constancia. 

 

Por lo anteriormente expuesto se:  

 

R E S U E L V E 

 

ÚNICO. Se confirma la resolución de veintiuno de septiembre del 

presente año, emitida por el Consejo Estatal del IEPCT, en el 

Procedimiento Especial Sancionador PES/039/2021 en los 

términos precisados en la presente ejecutoria.   

Hágase del conocimiento público en la página que tiene este 

órgano jurisdiccional en internet, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 10 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Tabasco. 

En su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto 

total y legalmente concluido, anotándose su baja en el libro 

respectivo. 

Notifíquese personalmente a la parte actora, y por oficio, a la 

autoridad responsable y por estrados a los demás interesados, 

acompañándose en todos los casos, copia certificada de la 

presente sentencia. Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 27; 28, 29 y 30 de la Ley de Medios de Impugnación 

en Materia Electoral del Estado de Tabasco. 
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Así lo resolvieron por UNANIMIDAD de votos los magistrados que 

integran el Pleno del Tribunal Electoral de Tabasco, Margarita 

Concepción Espinoza Armengol, Rigoberto Riley Mata 

Villanueva y Armando Xavier Maldonado Acosta habilitado,  

quienes integran el Pleno del Tribunal Electoral de Tabasco, siendo 

Presidenta y Ponente la primera de los mencionados, ante Beatriz 

Noriero Escalante, Secretario General de Acuerdos habilitada, 

quien autoriza y da fe.  
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